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               SALA CIVIL FAMILIA

                                   PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 15 de agosto de 2017

Proceso: 

 Responsabilidad civil  – Revoca decisión del a quo, absuelve y condena

Radicación Nro. :
  
 66088-31-89-001-2011-00134-01
Demandante:



MARÍA EDILIA RAMÍREZ DÍAZ y otros
Demandado:



SILVIO DE JESÚS PELÁEZ PATIÑO y otros

Magistrado Sustanciador:  
  JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 
RESPONSABILIDAD CIVIL POR ACCIDENTE DE TRANSITO. [E]n las pretensiones, no se pidió expresamente la declaración de una responsabilidad contractual, sino que, a causa del incumplimiento de la obligación contractual de entregar sana y salva a la pasajera en el lugar de destino, los demandados deben resarcir a los demandantes los aludidos perjuicios. (…) [E]l análisis debe darse en el campo de la causalidad, y no en el de la culpabilidad, supuesto que esta se presume; el demandado, entonces, solo puede liberarse demostrando una causa extraña, esto es, una fuerza mayor o un caso fortuito, o el hecho de la víctima o el de un tercero. (…) Entonces, demostrado el hecho (accidente), el daño derivado para sus familiares de la muerte de María Josefina Díaz de Ramírez, y presumida la culpa, por cuanto esta se desplazaba como pasajera en un bus de servicio público, que desplegaba una actividad peligrosa, lo que queda es establecer si en este caso, como aducen los demandados, se rompió el nexo causal, por el hecho exclusivo de un tercero. (…) En síntesis, (i) se revocará el fallo que se revisa; (ii) se tendrán por no probadas las excepciones propuestas por los demandados; (iii) se les declarará civil y solidariamente responsables por el daño causado a los demandantes, (iv) se les condenará al pago de los perjuicios morales en la cuantía ya determinada; (v) se negarán las restantes pretensiones; (vi) se absolverá a la aseguradora, como demandada y como llamada en garantía; (vii) Se condenará en costas de primera y segunda instancia a los demandados, en favor de los demandantes, en un cincuenta por ciento (50%), dada la prosperidad parcial de las pretensiones; (viii) a la vez, demandantes y demandados pagarán las costas causadas a favor de la aseguradora, en primera instancia, por partes iguales.  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

                              SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, agosto quince de dos mil diecisiete
Expediente 66088-31-89-001-2011-00134-01

Acta Nro. 417 de agosto 15 de 2017
Se decide el recurso de apelación interpuesto por la  demandante contra la sentencia dictada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 30 de abril de 2015, en el proceso ordinario de responsabilidad civil que María Edilia, Orfilia, Alonso, Carlos, Edgardo, Martha Cecilia, María Liliana, Hugo, Orlando, Elías, Luz Adela y Fabio Ramírez Díaz, Fernando de Jesús y Benicio de Jesús Díaz Ramírez, los dos últimos en calidad de hermanos, y los primeros como hijos de la señora María Josefina Díaz de Ramírez, le promovieron a Silvio de Jesús Peláez Patiño, la Cooperativa de Transportadores de Belén de Umbría -Cootransbel-, Seguros del Estado SA y Orlando de Jesús Echeverri Sánchez. 
ANTECEDENTES  




Pidieron los demandantes que se declarara que “tanto la empresa demandada como el propietario del vehículo y su conductor, incumplieron su OBLIGACIÓN CONTRACTUAL DE RESULTADO de entregar sana y salva a la pasajera en el lugar de destino”. En consecuencia, deban pagar los perjuicios morales y por el daño a la vida de relación, causados a los demandantes, que fueron tasados, debidamente indexados, y las costas del proceso. 
  



El relato fáctico se redujo a que el 11 de julio de 2009, María Josefina Díaz de Ramírez se transportaba como pasajera en el vehículo de placas WHB-548, lateral 019, conducido por Orlando de Jesús Echeverry, en la ruta de Belén de Umbría a Pereira; el conductor en el transcurso del viaje perdió el control del automotor y este terminó volcado en un cañaduzal, en el sitio conocido como la “vía ye” de “Cerritos Cauyá”, jurisdicción del municipio de Anserma (Caldas). A causa de ello, la señora Díaz de Ramírez sufrió fractura de húmero izquierdo, de reja costal izquierda y trauma de tórax cerrado; por la gravedad de sus lesiones fue remitida al Hospital Universitario San Jorge de Pereira, pero horas después falleció. 

  



Por ello se demanda al conductor, al propietario del vehículo, a la Cooperativa de Transportadores de Belén de Umbría, por ser la “titular del vehículo automotor”, y a la compañía de Seguros del Estado SA, por cuanto existe una póliza de riesgo para los pasajeros, ya que la muerte les irrogó a los demandantes perjuicios morales y daño en su vida de relación, que deben ser valorados por el juez. 

Admitida la demanda, (f. 87, c. 1), se dispuso su traslado a los demandados, que se pronunciaron así: 

La Cooperativa, por medio de su representante legal (f. f. 107 a 115, c. 1), aludió a los hechos, se opuso a lo pretendido y propuso como excepciones las de inexistencia de responsabilidad y culpabilidad civiles y ausencia de culpa, inexistencia de la obligación, inexistencia de nexo causal, el hecho de un tercero y la mal denominada genérica, todas aquellas con soporte en que el accidente se produjo por el maniobrar imprudente de Nure Antonio Toro, quien se desplazaba en una bicicleta e invadió intempestivamente el carril por donde transitaba el bus. 

Silvio de Jesús Peláez Patiño, propietario del vehículo, también hizo referencia a los hechos, opugnó las pretensiones y adujo como excepciones que la indemnización solicitada se deriva del hecho exclusivo de un tercero y rompimiento de nexo causal, con la misma argumentación de la Cooperativa; además, incluyó la que denomina genérica (f. 122 a 124, c. 1). En igual sentido se pronunció Orlando de Jesús Echeverry (f. 127 a 130, c. 1). 

Por su lado, Seguros del Estado SA, después de aludir a los hechos y oponerse a lo pedido, planteó como excepciones el hecho de un tercero, la cobertura de la póliza 101000191, solo por los daños causados a pasajeros; el límite de responsabilidad, el lucro cesante y el daño a la vida de relación como riesgos no asumidos, inexistencia de obligación solidaria de su parte y, genéricamente, la inexistencia de la obligación. 
Esta aseguradora, a su vez, fue llamada en garantía por la Cooperativa demandada, con apoyo en las pólizas 55-30-101000182 y 55-31-101000191 (c. 6); y por Silvio de Jesús Peláez Patiño, con sustento en la segunda de ellas (c. 5). Se pronunció en similares términos. 
Surtido el traslado de las excepciones y tramitada en debida forma la audiencia de que trata el artículo 101 del C.P.C., se decretaron y practicaron las pruebas pedidas, se dio la oportunidad para alegar de conclusión, de la cual hicieron uso la Cooperativa demandada (f. 206, c. 1) y los demandantes (f. 215, c. 1) quienes ratificaron sus posiciones, aunque estos agregaron que si bien la demanda se promovió por la vía de la responsabilidad civil contractual, era deber del juez interpretar la situación para hacer prevalecer el derecho sustancial y, en consecuencia, concluir que se trataba de una responsabilidad extracontractual. 
En el fallo (f. 232, c. 1), el funcionario centró su argumentación en la modalidad de la responsabilidad reclamada que fue contractual; a partir de allí, analizó que como se trata de la muerte de un pasajero, y los demandantes reclaman sus propios perjuicios y no los que a aquél se le hubieran podido infligir, la responsabilidad es extracontractual y no la derivada de un negocio jurídico, por lo que equivocaron la senda. En consecuencia, negó las pretensiones. 

Apelaron los afectados con la decisión. En la sustentación del recurso, insistieron en que el juez ha debido interpretar la demanda para inferir su verdadera naturaleza y esencia, antes de adoptar la decisión. A partir de allí reiteran que, aclarado el tipo de responsabilidad, ella está demostrada con las pruebas recogidas, que enseñan que la culpa fue del conductor del bus, no del tercero a quien se le quiere endilgar, y procede el reconocimiento de los perjuicios reclamados. 

CONSIDERACIONES

1.
Ni los presupuestos procesales, ni el trámite del proceso admiten reparo; por tanto, la decisión será de fondo.
2.
Como viene de verse, la tarea de la Sala se concentra en dos cosas: (i) definir si el funcionario de primer grado se equivocó al despachar desfavorablemente las súplicas, sin interpretar la demanda; y, (ii) si ello fuera así, establecer la responsabilidad de los demandados o su exoneración, según las excepciones propuestas. 
3.
Por supuesto, el primer aspecto dice relación con la legitimación en la causa, por cuanto es evidente que en una responsabilidad contractual, solo están llamados a intervenir, ya como demandantes, ora como demandados, quienes fueron parte en el negocio jurídico y, excepcionalmente, ante la ausencia de uno de ellos, sus causahabientes. En la extracontractual, por el contrario, todo aquel que haya sufrido una lesión a un bien jurídico, por causa de la acción o la omisión de otro, tendría derecho a reclamar. 

En el contrato de transporte de personas, la cuestión es clara, a la luz de los artículos 1003 y 1006 del Código de Comercio, este último vigente para cuando se promovió la demanda (pues fue derogado, en buena hora, por el artículo 626 del CGP). Por el primero, queda señalado que el transportador responde de los daños que sobrevengan al pasajero desde cuando se hace cargo de él, hasta cuando el viaje haya concluido (responsabilidad contractual). Por el segundo, se establece que los herederos del pasajero fallecido a consecuencia de un accidente que ocurra durante la ejecución del contrato de transporte, pueden ejercitar la acción contractual trasmitida por su causante (iure hereditatis), o la extracontractual derivada del perjuicio personal (iure propio); lo que está vedado es que los afectados de rebote las intenten acumulativamente, y por esta absurda prohibición, es que la norma fue derogada. 
De manera que, la acción contractual quedó en cabeza del pasajero o de sus herederos, en caso de fallecer aquel, y no para sí, sino para la sucesión; la extracontractual, en cambio, pueden intentarla tanto los herederos, como cualquier otra persona que, de rebote, hubiese sufrido una lesión patrimonial o extrapatrimonial directa, lo que no es más que desarrollo del postulado general del artículo 2341 del Código Civil, que enseña que “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización”. 

Para el caso, se tiene que la demanda se presentó con el fin de activar un “proceso: declarativo verbal de responsabilidad civil contractual”; en los hechos (número 5) se mencionó que la Cooperativa de Transportadores de Belén de Umbría “incumplió su obligación contractual DE RESULTADO de entregar sana y salva a la pasajera en mención” y en las pretensiones se pidió que se declarara que tanto la empresa demandada, como el propietario del vehículo y su conductor, incumplieron “SU OBLIGACIÓN CONTRACTUAL DE RESULTADO“ de entregar sana y salva a la pasajera en el lugar de destino. En los fundamentos de derecho, fueron citados los artículos 1602 del CC y 981 a 1007 del CCo, reglas que tienen que ver con el contrato civil en general y el contrato de transporte en materia comercial.  

De allí dedujo el Juzgado que, ante la prohibición de acumular las dos acciones, como los demandantes optaron por la contractual, equivocaron la senda, pues en ese evento solo podían obtener, como continuadores de su voluntad, los perjuicios que de manera directa se le irrogaron a la víctima, pero no los suyos propios. Y advirtió que aunque en el poder se aludió a la responsabilidad extracontractual como subsidiaria, y que es en ese sentido que apuntaron los hechos y las pretensiones de la demanda, nada lograron, pues la acción se limitó concretamente a la contractual.   
Como bien lo ha dicho la parte demandante, desde sus alegatos de conclusión, donde acató resaltar la imprecisión en la formulación del libelo inicial, en un sistema jurídico en el que debe garantizarse el acceso a la justicia y aquello que, con fundamento en la Constitución Nacional y el derecho internacional, se ha dado en denominar la tutela judicial efectiva, la tarea del juez se hace mucho más notable, su participación debe ser siempre activa, para garantizar a los asociados un proceso con plenitud de garantías, entre ellas, la de hacer prevalecer el derecho sustancial sobre el adjetivo, claro está, sin desconocer las formas propias del proceso. 
Recordó la Corte Constitucional en la sentencia C-279 de 2013, que: 

El fundamento del derecho a la tutela judicial efectiva se encuentra especialmente en los artículos 1, 2, 29 y 229 de la Constitución Política, así como también en los artículos 25 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos:
 

“Cabe puntualizar que el fundamento del derecho a la protección judicial efectiva no sólo se encuentra en los artículos 1, 2, 29 y 229 de la Constitución Política. También aparece consagrado en las normas de derecho internacional, concretamente, en los tratados y declaraciones de derechos que han sido suscritas y ratificadas por Colombia. Así, por ejemplo, el artículo 25 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos declara que: “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales”. En igual medida, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos declara que: “Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con todas las garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil.”
Una de las formas de lograr ese cometido es, sin duda, la interpretación de la demanda, no para sustituir la voluntad de la parte, cuando las pretensiones son inequívocas, claras, exactas, guardan plena armonía con los hechos y, además, en el curso del proceso se ratifican sin discusión, por cuanto el fallo debe ser congruente (art. 305 CPC). En cambio sí, para despejar situaciones que puedan advertirse ambiguas, confusas, o que, a pesar de aparecer diáfanas en un aparte del libelo, no concuerdan con otros, por ejemplo, para ir ubicando la situación, cuando se reclama la declaración de una responsabilidad contractual, pero el relato fáctico refleja una de tipo extracontractual. Lo lógico es que el juez anticipe ese análisis e inadmita la demanda para evitar confusiones posteriores; pero, cuando se omite ese ejercicio, nada se opone a que al momento de resolver de fondo se pueda volver sobre ese punto, siempre que no se le haga decir a la demanda lo que no contiene. 
Recientemente, recordó la Corte Suprema
 que:  

Es carga de quien pone en marcha el engranaje judicial exponer de forma clara y concisa las circunstancias fácticas constitutivas de vulneración o desconocimiento de sus derechos, así como la forma en que espera ser resarcido, cuyo incumplimiento es causal de inadmisión del libelo en los términos de los artículos 75 y 85 del Código de Procedimiento Civil.

De todas formas, cualquier defecto que se pase por alto en la etapa de calificación de suficiencia de ese texto no impide que el fallador haga uso de los deberes inmanentes al cargo, en aras de evitar nulidades, dilaciones o fallos inhibitorios que contraríen el propósito de brindar pronta y cumplida justicia.

Es así como el sentenciador está facultado para desentrañar el querer de las partes cuando están cubiertos con el manto de la duda o son confusos en el contenido, casos en los cuales debe acudir a sus conocimientos jurídicos y la experiencia adquirida en el ejercicio de su función.

Tal poder no es omnímodo, pues, si interpretar consiste en «declarar o exponer cualquier materia, doctrina o texto difícil, con palabras muy claras para hacerlos más perceptibles»
, quiere decir que la lucidez y precisión no admite lugar a su ejercicio, so pena de incurrir en una falta de distorsión a lo que es materia de conflicto.

En CSJ 16 jun. 2016, rad. 13373, se dijo al respecto que

(…) la labor de interpretación de la demanda, desarrollada con el único propósito de descubrir la intención original de quien acude a la jurisdicción, el juez la podrá adelantar en la medida en que el libelo se lo permita sin desfigurar la realidad que por sí sola allí se patentice, esto es, en aquellos eventos en que al hacerlo no transforme la esencia de lo pedido ni de las circunstancias fácticas en que el demandante haya fundado esas súplicas; ya que, para expresarlo en sentido contrario, si el contenido integral del acto introductorio ostenta claridad y precisión meridianas o si, en cambio, su oscuridad y confusión es de tal magnitud que objetivamente se hace imposible encontrar ese verdadero horizonte, entonces el sentenciador no podrá más que sujetarse a la literalidad que le figure expuesta, con las consiguientes consecuencias para el promotor del proceso
En los alegatos finales de primera instancia, y en la sustentación de la alzada, se trae a colación lo que en otras ocasiones ha precisado esta Sala, cuando de interpretar la demanda se trata en asuntos de esta estirpe. 

Además del precedente que allí se cita
, ya con anterioridad se había dicho, en un caso de similares contornos
, que: 
Dicho como está que la causa para pedir radica en que Josefina Hincapié se desplazaba como pasajera del vehículo de placas VZR-498, conducido por Edilberto Ramos García, de propiedad de Ramón Abad Salazar Gómez y afiliado a Líneas Pereiranas S.A., no se requieren mayores elucubraciones para concluir que la pretensión de aquella encaja en la responsabilidad contractual y no en la extracontractual,  como que deviene del incumplimiento de un negocio jurídico plenamente regulado por nuestra legislación.  Ciertamente, el contrato de transporte se define como aquél por medio del cual una de las partes se obliga para con la otra, a cambio de un precio, a conducir de un lugar a otro, por determinado medio y en el plazo fijado, personas o cosas y entregar éstas al destinatario, y se perfecciona por el solo acuerdo de las partes y se prueba conforme a las reglas legales (art. 981 C.Co.).  
Emerge de allí que se trata de un vínculo consensual, no sujeto, por tanto, a solemnidades especiales como la expedición previa de un tiquete, si al transporte de personas se alude, como quiere hacerlo ver la parte demandante; entre otras cosas, porque la exigencia de ese boleto está prevista para el transporte de pasajeros por carretera (Decreto 171 de 2001), pero no para el transporte de pasajeros a nivel metropolitano, distrital o municipal (Decreto 170 de 2001). De esta suerte, en el momento en que una persona aborda un vehículo de servicio público urbano para ser llevada de un lugar a otro, se perfecciona el contrato, pues es evidente que con la sola manifestación de la voluntad aquella se compromete a pagar el precio y el conductor a llevarla sana y salva, como que esa es la obligación que impone el artículo 982 del estatuto mercantil.

Bien citó el juzgado lo que sobre el particular tiene sentado la jurisprudencia nacional, que se ha venido reiterando en el tiempo.  En efecto, en otro aparte de la sentencia que le sirvió de apoyo, quedó dicho que:

“…Siendo así las cosas, al aplicar los conceptos enantes expuestos al caso litigado, es preciso concluir que si el demandante Jorge Iván Velásquez Montoya, como lo asevera el fallo del Tribunal, sufrió las lesiones cuya indemnización reclama mientras se ejecutaba el contrato de transporte que celebró con la Empresa Arauca S.A., fue porque esta empresa no cumplió con la obligación de resultado que le imponía el contrato, vale decir, la de transportar al pasajero sano y salvo (art. 982 C. de Co.), y por tal razón la acción resarcitoria a su alcance era la originada en ese pacto, es decir, la contractual pero en manera alguna la aquiliana…
 

Y en una decisión más reciente, pero retomando lo que en esa oportunidad destacó, señaló la Corte que:

Aun cuando los demandados sostienen en el recurso de apelación que el demandante no solicitó el resarcimiento de perjuicios derivados del incumplimiento del contrato de transporte terrestre de pasajeros, razón por la cual las pretensiones deben ser denegadas, definido quedó en la sentencia de casación que esa precisamente fue la naturaleza de la responsabilidad demandada.

Como se explicó en el aludido fallo, siendo obligación del juez trascender la redacción de la demanda, interpretándola en su conjunto, con criterio jurídico, que no mecánico, tampoco literal, para inferir su verdadera naturaleza y esencia, eso precisamente era lo que se descubría del petitum y la causa petendi. Es decir, que "las lesiones padecidas por el demandante fueron ocasionadas por razón del accidente de tránsito ocurrido por el bus antes identificado el 27 de junio de 1991, cuando cubría la ruta Pitalito-Ibagué, siendo pasajero del mismo el demandante, lo que se traduciría en incumplimiento del contrato de transporte por parte de la empresa demandada, ya que en virtud del convenio celebrado entre el actor y ella, ésta tenía la obligación de conducir al señor Olímpo Rivera Medina sano y salvo al lugar de destino".

 Por manera que como igualmente se señaló, "siendo suficientemente conocido en virtud de la claridad que al respecto ha hecho la jurisprudencia de la Corte, que la pretensión del pasajero lesionado es de naturaleza contractual", procede examinar si en el caso concurren los elementos de esa responsabilidad, vale decir, la existencia del contrato de transporte terrestre, el incumplimiento imputable al transportador, el daño y la relación de causalidad entre dicho daño y la culpa contractual del deudor
.
 



Lo señalado, sirve para apartarse de la posición asumida en primera instancia, por cuanto, como el mismo funcionario lo advirtió, a pesar de que en la demanda se adujo en el encabezado que la responsabilidad reclamada es contractual, ya desde los poderes se insinuaba que pudiera ser extracontractual; y, más importante aún, es que los hechos, como fueron relatados, develan una responsabilidad aquiliana, en lugar de una derivada del negocio jurídico existente entre la pasajera y los demandados. En efecto, después de relatar lo sucedido durante el trayecto del bus y la forma como se produjo el accidente que cobró la vida de María Josefina Díaz, en el hecho sexto, con meridiana claridad se dijo que esta muerte irrogó perjuicios por el daño moral y a la vida de relación de los demandantes, que deben ser valorados por el juez. 
  



Nótese que en las pretensiones, no se pidió expresamente la declaración de una responsabilidad contractual, sino que, a causa del incumplimiento de la obligación contractual de entregar sana y salva a la pasajera en el lugar de destino, los demandados deben resarcir a los demandantes los aludidos perjuicios. Es decir, emerge diáfano que actúan en su propia causa y no como seguidores de la voluntad de la víctima directa; prueba de ello, además de la causa petendi, lo constituye la parte inicial del escrito de demanda, en el cual se señala que los demandantes piden, cada uno, en su propio nombre. 
   



Por consiguiente, interpretar la demanda en este sentido, ninguna incongruencia apareja, por cuanto no se sustituyen con ello las pretensiones; lo que se hace es adaptar los hechos a lo que realmente corresponde, si bien la imprecisión de la demanda aparece más en su encabezado, que en su contenido. 

4.
Dicho esto, que servirá para acometer el estudio de fondo de la cuestión, se tiene que la legitimación en la causa por activa y por pasiva, está acreditada. En el caso de Fernando de Jesús y Benicio, su calidad de hermanos de María Josefina, emerge de los documentos de folios 44, 46 y 47 del cuaderno principal; la de los hijos María Edilia, María Liliana, Orfilia, Orlando, Alonso, Hugo, Carlos, Elías, Edgardo, Luz Adela, Martha Cecilia y Fabio, de los folios 44 y 48 a 59 del mismo cuaderno. 
  


Como demandados, fueron convocados Silvio de Jesús Peláez Patiño, en condición de propietario del vehículo de placas WHB-548, probada con el documento de folio 60 del cuaderno 1, mismo que sirve para sustentar la comparecencia de la Cooperativa de Transportadores de Belén de Umbría, a la cual está afiliado el bus, nada de lo cual fue objeto de controversia; y Orlando de Jesús Echeverry Sánchez, quien conducía el automotor el día del accidente, según se desprende del informe policial (f. 36, c. 3), lo que tampoco se discute. 

   


Frente a Seguros del Estado SA, la razón para convocar a esta sociedad como demandada, estriba en que “existe póliza de seguro para los pasajeros, amparo que tomara La COOPERATIVA DE TRANSPORTADORES DE BELÉN DE UMBRÍA”. No se trajo soporte de ese documento con la demanda, ni se incluyó pretensión alguna contra esta persona jurídica que, al contestar, aportó la póliza colectiva de pasajeros 55-31-101000191. De su contenido y las condiciones generales se desprende que, aunque es un seguro de responsabilidad civil contractual de pasajeros (f. 139 a 150), en las condiciones generales del mismo, se incluyó el amparo de perjuicios morales, bajo ciertas condiciones, que luego serán objeto de análisis, que llegare a sufrir cierto núcleo familiar del pasajero afectado. Eso, por supuesto, legitima su intervención, por la acción directa que permite el artículo 1133 del Código de Comercio. 

  


Esto, al margen de lo que se diga posteriormente sobre el llamamiento en garantía, que es figura diferente, y de la que hicieron uso algunos de los demandados. 
5.
Como se anticipó, se trata aquí de la responsabilidad atribuida a los demandados por causa del accidente ocurrido el 11 de julio de 2009, en el que se vio involucrado el vehículo de placas WHB-548, bus de servicio público, abordado ese día por María Josefina Díaz de Ramírez, pasajera que, producto de las lesiones sufridas, murió. Y lo que se debe dilucidar en esta sede es si tal suceso estuvo precedido del hecho de un tercero, como determinante del resultado, de manera que aquellos puedan ser exonerados. 
  


A tal propósito, se reitera que, en general, quien causa un daño a otro, originado en un hecho o culpa suya, debe resarcirlo (art. 2341 CC); así que quien reclama una indemnización de allí derivada, queda con la carga de probar que hubo un hecho culposo, un daño y el nexo causal entre ambos; es un régimen de culpa probada. La cuestión es que, de antaño
, y también de época muy reciente, de manera consolidada se ha inscrito la conducción de vehículos automotores, incluyendo, claro está, la que comporta el transporte de pasajeros, dentro de las denominadas actividades peligrosas, que entrañan un mayor cuidado de quien las despliega y, por tanto, caen en la égida de la presunción de culpa, según se desprende del artículo 2356 del CC, en virtud de lo cual, siendo menester demostrar los mismos elementos de la responsabilidad, la víctima queda relevada de probar aquella, y le bastará, en consecuencia, acreditar el hecho, el daño y el nexo causal. Así lo rememora la máxima autoridad dentro de la jurisdicción ordinaria, cuando señala
: 
…las operaciones relacionadas con el transporte terrestre de pasajeros, se adecuan al criterio de una «actividad peligrosa», cuya teoría construyó la doctrina jurisprudencial de esta Corporación, con sustento en el artículo 2356 del Código Civil, la cual comporta como una de sus principales características, la concerniente a la «presunción de culpa» de quien ejecuta dicha actividad, por lo que para liberarse de responsabilidad en el evento de reclamación con fines indemnizatorios, deberá demostrar que el hecho derivó de una causa extraña, esto es, culpa exclusiva de la víctima, o hecho proveniente de un tercero, o existencia de un evento de fuerza mayor o caso fortuito.

  



Es decir, que el análisis debe darse en el campo de la causalidad, y no en el de la culpabilidad, supuesto que esta se presume; el demandado, entonces, solo puede liberarse demostrando una causa extraña, esto es, una fuerza mayor o un caso fortuito, o el hecho de la víctima o el de un tercero
.

    



Ahora bien, cuando dos sujetos concurren a la producción de un daño, surge entre ellos la solidaridad de que trata el artículo 2344 del CC
, en virtud de la cual la víctima puede reclamar de ambos, o de uno solo, la indemnización que derive en su beneficio. En tal caso, el demandado está llamado a invocar, si fuera el caso, como causa de exoneración, el hecho de un tercero, que para que tenga visos de prosperidad, debe ser de tal tenor que haya sido fuente exclusiva del daño, por lo irresistible o imprevisible para quien lo invoca.
  



De vieja data, nuestro órgano de cierre en la jurisdicción ordinaria ha diseñado unas características de esta forma de exención. Dijo sobre el particular que: 

Así, acogiendo el criterio general recién expuesto, puede sostenerse entonces que aquellas condiciones de las que depende que a la Intervención de un tercero puedan imprimírsele los alcances plenamente liberatorios que en la especie sub examine le fueron reconocidos por el tribunal para exonerar de toda responsabilidad a la entidad demandada, en apretada síntesis son las siguientes: a) Debe tratarse antes que nada del hecho de una persona por cuyo obrar no sea responsable reflejo el agente presunto, vale decir que dicho obrar sea completamente externo a la esfera jurídica de este último; b) También es requisito Indispensable que el hecho fuente del perjuicio no haya podido ser previsto o evitado por el demandado, ya que si era evitable y no se tomaron, por imprudencia o descuido, las medidas convenientes para eliminar el riesgo de su ocurrencia, la imputabilidad a ese demandado es indiscutible, lo que en otros términos quiere significar que cuando alguien, por ejemplo, es convocado para que comparezca a juicio en estado de culpabilidad presunta por el ejercicio de una actividad peligrosa, y dentro de ese contexto logra acreditar que en la producción del daño tuvo injerencia causal un elemento extraño puesto de manifiesto en la conducta de un tercero, no hay exoneración posible mientras no suministre prueba concluyen te de ausencia de culpa de su parte en el manejo de la actividad; c) Por último, el hecho del tercero tiene que ser causa exclusiva del daño, aspecto obvio acerca del cual no es necesario recabar de nuevo sino para indicar, tan sólo, que es únicamente cuando media este supuesto que corresponde poner por entero el resarcimiento a la cuenta del tercero y no del ofensor presunto, habida consideración que si por fuerza de los hechos la culpa de los dos ha de catalogarse como concurrente y por lo tanto, frente a la víctima, lo que en verdad hay son varios coautores que a ella le son extraños, esos coautores, por lo común, están obligados a cubrir la indemnización en concepto de deudores solidarios que por mandato de la ley lo son de la totalidad de su importe, postulado éste consagrado por el artículo 2344 del Código Civil que, por sabido se tiene y así lo recuerda con acierto el recurrente en varios apartes de su demanda de casación, hace parte tal disposición de un sistema normativo que en sus lineamientos fundamentales la Corte tiene definido en los siguientes términos: Cuando hay de por medio varios responsables de un accidente, la obligación de resarcir los perjuicios es solidaria, lo que quiere decir que esos perjuicios se pueden reclamar de uno cualquiera de los responsables, según lo preceptúa el artículo 2344 del Código Civil en armonía con el 1571. El que realiza el pago se subroga en la acción contra el otro u otros responsables, según el artículo 1579 y siguientes (...) Siendo pues solidaria la responsabilidad, la parte demandante podía demandar el resarcimiento del daño contra todos los responsables o contra cualquiera de ellos..." (G.J. Ts. CLV, Primera Parte, pág. 150, y CLXV, pág. 267, entre otras).





En el caso de ahora, son hechos que están acreditados, que el 11 de julio de 2009, ocurrió el accidente de tránsito que involucró al vehículo de placas WHB-548, bus afiliado a Cootransbel Ltda, una de cuyas pasajeras, María Josefina Díaz de Ramírez, resultó lesionada (f. 56, c. 3), y posteriormente falleció (f. 42, c. 1). Así se desprende, del relato fáctico de la demanda inicial, que en ese aspecto no fue controvertido explícitamente por los demandados, quienes centraron su defensa, básicamente, en la exclusión de responsabilidad por el hecho de un tercero; de la actuación penal surtida a raíz de ese evento (cuaderno 3), que en esta ocasión puede ser valorada, dado que se ordenó traer las copias y el Fiscal Uno Seccional de Anserma le hizo saber al Juzgado que a disposición de las partes quedaba el expediente para la obtención de las mismas, por cuanto carecía de presupuesto para ello, lo que equivale, para esta Sala, a la orden de expedición (f. 466, c. 3), y posteriormente se dejó constancia de que corresponden al original (f. 471); adicionalmente, fueron pedidas y arrimadas por la misma parte demandada, con lo que se entiende que quiere valerse de ellas, aun cuando no fue parte en el proceso penal del que se toman, así que ningún sentido tendría someterlas a una contradicción adicional.  

  


Entonces, demostrado el hecho (accidente), el daño derivado para sus familiares de la muerte de María Josefina Díaz de Ramírez, y presumida la culpa, por cuanto esta se desplazaba como pasajera en un bus de servicio público, que desplegaba una actividad peligrosa, lo que queda es establecer si en este caso, como aducen los demandados, se rompió el nexo causal, por el hecho exclusivo de un tercero. 
  


Si se repasa la contestación de la demanda de la Cooperativa de Transportadores de Belén de Umbría (f. 107 a 115, c. 1), todas sus excepciones se fundamentan en una misma circunstancia: que el generador del accidente fue el señor Nure Antonio Toro, ciclista que invadió el carril por donde se dirigía el bus, de manera abrupta, lo que llevó a su conductor a tratar de esquivarlo, con tan mala fortuna que, en su maniobra, perdió el control, se volcó y fue a dar a un cañaduzal. Allí perdieron la vida, no solo el ciclista, sino la señora Díaz de Ramírez. Lo mismo adujeron en sus contestaciones Silvio de Jesús Peláez Patiño (f. 122 a 124) y Orlando de Jesús Echeverry Sánchez (f. 127 a 130).
  


No es un hecho sometido a debate, que en el escenario del accidente que dio origen a este proceso, apareció el señor Nure Antonio Toro Toro, persona que también falleció y que, para ese momento, circulaba en bicicleta, en el mismo sentido del bus. Tan claro es esto, que es a quien se le atribuye, precisamente, la conducta que dio origen a los acontecimientos en los que perdió la vida María Josefina. Así se desprende de toda la actuación penal que ya se mencionó, y concretamente, del informe policial de accidentes (f. 36, c. 39);  
  


La tesis de los demandados es que en una maniobra intempestiva del señor Toro Toro, invadió el carril por el que se desplazaba el bus y obligó a su conductor a realizar maniobras para evitar el accidente, lo que no logró. Y para probar que así fue, pidieron que se trajera, como se hizo, copia de la actuación penal y de las pruebas allí practicadas. Adicionalmente, por petición de la Cooperativa de Transportadores de Belén de Umbría y Orlando de Jesús Echeverry Sánchez, se llevó a cabo una inspección judicial en compañía de un perito, técnico forense experto en planimetría y fotografía. 

   


Quiere la Sala destacar esta prueba, junto con el informe policial del accidente, dado que, según se dijo, el hecho de un tercero que sirva para exonerar al demandado en un proceso de esta estirpe, tiene que haber sido causa exclusiva del suceso que causó daño, de lo contrario se mantendrá latente la solidaridad a que también se hizo referencia, con la posibilidad para la víctima, directa o de rebote, de reclamar a cualquiera de los intervinientes la indemnización respectiva. 

  


Y es que, aparece un detalle que hasta el momento ha pasado inadvertido. En el informe del perito, quedó consignado que el tramo de la vía donde ocurrieron los hechos, es de doble sentido de circulación, de una calzada, dos carriles, sin señalización vertical y una demarcación de doble línea central segmentada en determinado trecho, que permite el adelantamiento. En la descripción que se hace en las fotografías 1 y 2 que acompañan el estudio, con precisión se advierte que la línea central de color amarillo aparece segmentada al costado izquierdo, lo cual se corrobora, con el punto de referencia usado por la policía de carreteras, que fue una alcantarilla, según se observa en la fotografía número 3. 

  


Si se confronta ese análisis, que es real, pues se soporta en la aludida muestra fotográfica, con el informe policial, salta a la vista que este último no corresponde a esa descripción que hizo el perito, al menos, en lo que a la línea central segmentada se refiere, si bien lo que enseña el croquis es que la segmentación aparece al lado derecho, en lugar del izquierdo, que es, a falta de una evidencia diferente, donde en verdad estaba demarcada. El dictamen no recibió repulsa alguna por las partes.
  


¿Por qué lo anterior es importante? Simplemente, porque las señales de tránsito, de acuerdo con el Código Nacional que rige la materia, tienen como finalidad reglamentar, prevenir o informar a los usuarios. Las reglamentarias, por su lado, en los términos del artículo 110 de esa normativa, tienen por objeto indicar las limitaciones, prohibiciones o restricciones sobre su uso, y cuya violación constituye una falta. A la par con estas, dice el parágrafo 1° de esa norma, hay unas señales de tránsito horizontales, que son las marcas sobre el pavimento, cuyas indicaciones deben acatarse. Estas, en la escala de prelación entre diferentes señales, aparecen en el último renglón (art. 111); sin embargo, para el caso que se analiza, es la única que existía sobre el tramo en el que ocurrió el accidente, por lo que era de obligatorio acatamiento.  
  


Ahora bien, al Ministerio de Transporte le incumbe diseñar y definir las características de las señales de tránsito (art. 115), efecto para el cual, en el Manual de Señalización Vial, que se puede consultar en su página electrónica, se establece que “La señalización horizontal corresponde a la aplicación de marcas viales conformadas por líneas, flechas, símbolos y letras que se adhieren sobre el pavimento, bordillos o sardineles y estructuras de las vías de circulación o adyacentes a ellas, así como a los dispositivos que se colocan sobre la superficie de rodadura, con el fin de regular, canalizar el tránsito o indicar la presencia de obstáculos” (3.1.1).  Por su lado, el numeral 3.11.4., señala que hay unas líneas centrales mixtas que separan flujos opuestos, y consisten “en dos líneas amarillas paralelas, una continua y la otra segmentada, de un ancho mínimo de 12 cm cada una claramente separadas. La línea continua se emplea para indicar la prohibición de adelantar y girar a la izquierda para el sentido del tránsito más próximo a ella, sin restringir al otro sentido”. 

  


Dicho en otras palabras, de acuerdo con estas reglas, y con el artículo 68 de la Ley 769 que se refiere a la utilización de los carriles, cuando hay dos líneas paralelas, una continua y la otra segmentada, el adelantamiento será factible por el lado donde está esta última. Lo que se traduce, para nuestro caso en concreto, en que si el bus y el ciclista circulaban por la misma vía, en el mismo sentido, y la demarcación de la línea segmentada estaba del carril contrario, tenía prohibido el conductor del vehículo realizar en ese segmento, una maniobra de adelantamiento, pues ello suponía poner en riesgo la integridad del mismo ciclista, la de sus pasajeros, la de otras personas y la suya propia, conducta que reprime el Código Nacional de Tránsito (art. 73). 

   


Si ello es así, basta ir al interrogatorio que ante la Fiscalía General de la nación rindió Orlando de Jesús Echeverri Sánchez (f. 4 y 5, c. 2), el cual sostiene que el accidente ocurrió en el momento en que iba a sobrepasar a un ciclista y este se atravesó. Tal versión constituye una confesión, como quiera que se reconoce allí un hecho que es perjudicial para él, si bien, como se acaba de analizar, le estaba prohibido en ese sector realizar maniobras de adelantamiento que, sin embargo, llevó a cabo. 

  


A reforzar esa situación concurren las versiones de José Albeiro Ramírez Ocampo (f. 12, c. 3) y Liliana María Osorio Jiménez (f. 22, c. 3), de las que se desprende, precisamente, que fue en el momento de tratar de adelantar a quien iba en la bicicleta, que se produjo el fatal acontecimiento. 
  


Esta circunstancia, por sí sola, sería suficiente para concluir que, entonces, no hubo un hecho exclusivo de un tercero, sino que a la causación del daño concurrió, con su maniobra de adelantamiento prohibida, el conductor del bus. 

   


Aun si se pasara por alto ese detalle de la línea divisoria, y se pensara que por la amplitud de la calzada por la que circulaban bus y bicicleta, aquel podía sobrepasarla, hay otras situaciones que conducirían a concluir que no existe una prueba suficiente de cómo acontecieron los hechos. 

  


Ciertamente, mientras que el conductor y la testigo Liliana María Osorio señalan que el percance ocurrió cuando el bus se abrió hacia la izquierda, el deponente José Albeiro Ramírez, quien iba en la parte delantera del bus, menciona que media cuadra antes el conductor observó la maniobra imprudente del ciclista. Si es lo primero, coincidirían las cosas con el dictamen pericial, según el cual, por la forma en que se produjo el suceso, es poco probable la invasión del carril por parte del ciclista; más bien, dice el trabajo, pareciera que ambos vehículos marchaban en forma paralela, en el momento del impacto. Y si acaso pudiera valorarse el informe policial, dado que se trata de una copia simple, este da como causas probables la excesiva velocidad del bus y el descuido del ciclista. Otra vez, entonces, quedaría en evidencia que ambos conductores concurrieron al hecho. 
  


Si lo segundo, entonces no se explicaría, salvo porque la velocidad fuera excesiva, que si el conductor del bus observó, media cuadra antes, que el ciclista efectuó un cambio repentino de su ruta, no alcanzara a frenar o a realizar una estrategia diferente para evitar el contacto. 

  


En resumen, con las pruebas recaudadas no lograron los demandados desvirtuar el nexo causal sobre el que se edifica la defensa. Consecuencialmente, se declararán no probadas las excepciones propuestas que se soportan todas en el rompimiento del mismo; de lo cual queda, que se les declarará civilmente responsables y se les condenará a responder solidariamente por los perjuicios que reclaman los demandantes, siempre que estén probados. 
6. 
Precisamente, hermanos e hijos de la víctima directa, reclaman el reconocimiento del daño moral y el daño a la vida de relación. 

  


Se recuerda que el daño moral se refleja en la esfera interior de la persona, por el dolor, la aflicción, la congoja que padece, producto de una lesión que se le ha infligido; en tanto que, el daño a la vida de relación, obedece a las consecuencias de orden externo que de allí emergen, por la frustración que se le causa en lo social, en lo familiar, en lo cotidiano. Es, en la práctica, soportar un cambio en las condiciones normales de vida, contra la voluntad de la persona que ha padecido el daño. Son especies del llamado daño extrapatrimonial, sobre el que recientemente recordó la Corte
 que: 

En tratándose de esta clase de daño, propio es notar que él puede materializarse, de un lado, en el ámbito puramente interior de la víctima, ocasionándole dolor, frustración, impotencia o hiriendo su autoestima, entre muchas hipótesis más; y, de otro, en el campo de su vida exterior, restringiendo su interactuación con las demás personas, con las cosas del mundo y/o, en general, con el entorno.

8.2.2.
Sobre los perjuicios en precedencia señalados, la Corte tiene dicho que aquellos “se identifica[n] con la noción de daño moral, que incide o se proyecta en la esfera afectiva o interior de la persona, al generar sensaciones de aflicción, congoja, desilusión, tristeza, pesar, etc.”; que los otros vienen a ser “el denominado daño a la vida de relación, que se traduce en afectaciones que inciden en forma negativa sobre [la] vida exterior, concretamente, alrededor de [la] ‘… actividad social no patrimonial …’ (…)”; y que si bien es verdad que esas “categorías, (…) recaen sobre intereses, bienes o derechos que por su naturaleza extrapatrimonial o inmaterial resultan inasibles e inconmensurables, en todo caso, ello no impide que, como medida de satisfacción, el ordenamiento jurídico permita el reconocimiento de una determinada cantidad de dinero, a través del llamado arbitrium judicis, encaminada, desde luego, más que a obtener una reparación económica exacta, a mitigar, paliar o atenuar, en la medida de lo posible, las secuelas y padecimientos que afectan a la víctima” (CSJ, SC del 13 de mayo de 2008, Rad. n.° 1997-09327-01).

  



8.2.3.
En ese mismo fallo, se añadió:

(…) Pues bien, las circunstancias que se derivan del orden constitucional vigente, y la preocupación que, desde siempre, ha mostrado la Corte por adecuar su actuación a los cambios jurídicos, sociales o económicos, y garantizar en forma cabal y efectiva la observancia de los derechos fundamentales de las personas, ameritan que la Sala deba retomar la senda de lo que otrora se determinó, para ocuparse nuevamente del estudio del daño a la persona y, en particular, de una de las consecuencias que de él pueden derivarse, cual es el daño a la vida de relación.
Se trata de una institución estructurada y desarrollada por la jurisprudencia y la doctrina foráneas, en especial la italiana, en torno de la cual, de tiempo atrás, se expresaba: ‘Todavía más fuerte y viva se muestra dicha exigencia en el intento realizado por la doctrina reciente, de configurar un caso típico de daño personal, el inferido a la integridad física, traspasando el límite hasta ahora respetado, de las consecuencias de carácter típicamente patrimonial. La cuestión es que tales lesiones, aún en el caso más interesante que es cuando no se presentan esas consecuencias patrimoniales (como en el ejemplo del sujeto que no tiene ingresos), constituyen siempre un daño y más precisamente, implican un perjuicio a la vida asociada, o como se suele decir, a la vida de relación. En efecto, el lesionado viene a perder en todo o en parte, por un período más o menos largo, o inclusive por toda la vida, la posibilidad de dedicarse a esa vida de relación (vida social, deportiva, etc), con todo el cúmulo de satisfacciones y placeres que ella comporta, y sufre así un daño que también merece ser tenido en cuenta’ (Scognamiglio Renato, El daño moral - Contribución a la teoría del daño extracontractual, Bogotá, 1962, pág. 22). 

En la actualidad, algunos autores también lo definen como ‘… el daño que sufre un sujeto a consecuencia de una lesión a su integridad psicofísica o a la salud, consistente en la disminución de las posibilidades de desarrollar normalmente su personalidad en el ambiente social …’ (Bianca C. Massimo, Diritto Civile, V, La Responsabilità, Giuffrè, Milano, 1994, pag. 184).

Como se observa, a diferencia del daño moral, que corresponde a la órbita subjetiva, íntima o interna del individuo, el daño a la vida de relación constituye una afectación a la esfera exterior de la persona, que puede verse alterada, en mayor o menor grado, a causa de una lesión infligida a los bienes de la personalidad o a otro tipo de intereses jurídicos, en desmedro de lo que la Corte en su momento denominó ‘actividad social no patrimonial’. 

Dicho con otras palabras, esta especie de perjuicio puede evidenciarse en la disminución o deterioro de la calidad de vida de la víctima, en la pérdida o dificultad de establecer contacto o relacionarse con las personas y cosas, en orden a disfrutar de una existencia corriente, como también en la privación que padece el afectado para desplegar las más elementales conductas que en forma cotidiana o habitual marcan su realidad. Podría decirse que quien sufre un daño a la vida de relación se ve forzado a llevar una existencia en condiciones más complicadas o exigentes que los demás, como quiera que debe enfrentar circunstancias y barreras anormales, a causa de las cuales hasta lo más simple se puede tornar difícil. Por lo mismo, recalca la Corte, la calidad de vida se ve reducida, al paso que las posibilidades, opciones, proyectos y aspiraciones desaparecen definitivamente o su nivel de dificultad aumenta considerablemente. Es así como de un momento a otro la víctima encontrará injustificadamente en su camino obstáculos, preocupaciones y vicisitudes que antes no tenía, lo que cierra o entorpece su acceso a la cultura, al placer, a la comunicación, al entretenimiento, a la ciencia, al desarrollo y, en fin, a todo lo que supone una existencia normal, con las correlativas insatisfacciones, frustraciones y profundo malestar (ibídem). 

   



El arbitrio judicial que se menciona, parte, claro está, de que el daño esté probado. La cuestión es que en estas materias, el perjuicio moral admite unas reglas de convicción un tanto más laxas que en el daño a la vida de relación, en la medida en que, para aquel, se aceptan en general presunciones, de hombre, incluso, que dejan ver que los familiares más cercanos, sin perjuicio de que existan otras personas que de rebote sufran las consecuencias del daño irrogado a la víctima, quedan marcados por la tristeza de perder a su ser querido, o de verlo postrado y sufriendo por las consecuencias de la lesión. Con todo, señala la jurisprudencia que su valoración tiene que ser razonable y, por ello, no basta, para su adecuada tasación, que se enuncie simplemente, sino que, tal manifestación, para que el arbitrio judicial no se traduzca en injusticia, debe reforzarse con otros elementos de convicción, de manera que el juez pueda sopesar la situación un determinado sujeto procesal, ya por la aludida presunción, que da margen por sí sola a un reconocimiento, ora por la concreción del mismo con otros medios probatorios. 

  



Concretamente, se ha señalado que:  

Por cuanto el dolor experimentado y los afectos perdidos son irremplazables y no tienen precio que permita su resarcimiento, queda al prudente criterio del juez dar, al menos, una medida de compensación o satisfacción, normalmente estimable en dinero, de acuerdo a criterios de razonabilidad jurídica y de conformidad con las circunstancias reales en que tuvo lugar el resultado lamentable que dio origen al sufrimiento.

Lo anterior, desde luego, «no significa de suyo que esa clase de reparación sea ilimitada, bastándole por lo tanto a los demandantes, en un caso dado, reclamarla para dejarle el resto a la imaginación, al sentimiento o al cálculo generoso de los jueces». (CSJ, SC del 15 de abril de 1997) La razonabilidad de los funcionarios judiciales, por tanto, impide que la estimación del daño moral se convierta en una arbitrariedad.

Esta razonabilidad surge de la valoración de referentes objetivos para su cuantificación, tales como las características del daño y su gravedad e intensidad en la persona que lo padece; de ahí que el arbitrium iudicis no puede entenderse como mera liberalidad del juzgador.

Teniendo en cuenta la gravedad del perjuicio ocasionado, que se produjo por la muerte de un ser querido, especialmente en las condiciones en que tuvo ocurrencia el fallecimiento de Luz Deisy Román Marín, se presume que generó en sus padres, esposo e hijos un gran dolor, angustia, aflicción y desasosiego en grado sumo, pues ello es lo que muestra la experiencia en condiciones normales. Esta presunción judicial se refuerza con los siguientes testimonios…
. 
   



Para el daño a la vida de relación, en cambio, la prueba tiene que orientarse de manera diferente
, porque no basta esa cercanía, sino que es menester demostrar con suficiencia de qué manera se alteraron las condiciones de vida de quien pretende su reconocimiento, o las de la víctima, si es que se reclama iure hereditatis. Más aún, para orientar la prueba que se pueda recaudar, es menester indicar, desde los albores del proceso, esto es, desde la demanda, en qué consistió tal modificación en la vida de los dolientes de quien fallece en un accidente. 
   



Una ligera lectura al libelo inicial es suficiente para ver que en el hecho sexto se dice, escuetamente, que la muerte de María Josefina irrogó perjuicios morales y a la vida de relación de los demandantes, sin explicación alguna, lo que por sí solo excluiría la posibilidad de algún reconocimiento; y, en todo caso, sin permitirle al juez saber cómo fue que cambiaron las condiciones de lo cotidiano de ellos; y lo que es más grave aún para sus intereses, sin aportar prueba alguna que demostrara la más mínima modificación en sus roles diarios, o en sus proyectos de vida, o en la satisfacción de sus placeres habituales. De manera que ningún parámetro le sirve a la Sala para reconocer sumas por el daño a la vida de relación, si bien se sabe que la columna vertebral de la responsabilidad civil, hoy por hoy, es el daño, sin el cual, no puede declararse aquella, daño que requiere ser cierto, lo que implica su demostración, pues solo a partir de allí, procede su cuantificación.  

   



La orfandad probatoria sobre la existencia de este tipo de perjuicio, conduce, en consecuencia, a su negación, como se hará en la resolutiva.





Distinta se torna la situación en lo que se refiere al daño moral. Como se dijo, la muerte de un ser querido, en general, ocasiona dolor, aflicción, tristeza, en sus familiares, y particularmente en los más cercanos; padres, hijos, hermanos, abuelos; y en el cónyuge, compañero o compañera permanente,  por supuesto. Esa es una regla de experiencia que, claro está, podría ser desvirtuada, lo que en el caso de ahora no ocurrió. 
   



Por esa razón, viva como se mantiene tal presunción, es viable el reconocimiento de los perjuicios morales que se han reclamado. Mas, así como en el caso del daño a la vida de relación, tampoco los demandantes explicaron en lo más mínimo en qué consistió el daño moral, ni trajeron ninguna prueba adicional que permitiera una mejor comprensión del sufrimiento, el dolor, la congoja que, como regla general, se experimenta por la muerte, en particular, de la madre. Por ello, partiendo de la sola acreditación del parentesco, que en el caso de los hermanos Fernando de Jesús y Benicio, se extracta de los folios 44, 46 y 47 del cuaderno principal, y en el de los hijos María Edilia, Orfilia, Alonso, Carlos, Edgardo, Martha Cecilia, María Liliana, Hugo, Orlando, Elías, Luz Adela y Fabio Ramírez Díaz, se desprende de los documentos de folios 48 a 59, y del parámetro que recientemente ha señalado la Corte, que asciende a los 60 millones de pesos en el caso del fallecimiento
, se reconocerá a favor de aquellos dos, la suma de 15 millones de pesos para cada uno, y en el caso de los descendientes, la suma de 40 millones de pesos para cada uno. 
7. 
Con este resultado, es menester adentrarse en el estudio de la reclamación que se hace frente a Seguros del Estado S.A., con fundamento en la póliza 55-31-101000191. E incluso, puede abordarse también lo atinente al llamamiento en garantía que se le hace a la misma aseguradora, por causa de la existencia de esta póliza y de la número 55-30-101000182.

La primera póliza se refiere a un seguro de responsabilidad civil contractual; la segunda, en cambio, a uno de responsabilidad civil extracontractual. 

  



En atención a que lo debatido es la responsabilidad civil extracontractual respecto de los hijos y hermanos de María Josefina, podría pensarse, a primera vista, que es la segunda de ellas la que debería afectarse, pero no es así, por cuanto, como se dijo al establecer la legitimación de la aseguradora, en las condiciones generales de la póliza de responsabilidad civil contractual, se incluyó el amparo de perjuicios morales, siempre que se dieran ciertas condiciones; y ese amparo se extendió, como puede verse a folio 39 del cuaderno 5, a los que sufran el cónyuge, el compañero permanente, los hijos, y a falta de estos, los padres del fallecido en accidente de tránsito, del cual resulte responsable civilmente el asegurado. 

  



Lo que significa que, efectivamente, tal póliza se extendía a esa especie de responsabilidad que, en ese específico aspecto, es extracontractual, porque se trata de los perjuicios propios de los herederos del pasajero fallecido. 

  



Por ello es viable analizar la situación con fundamento en ese documento. Y al hacerlo, se advierte que, a renglón seguido, el numeral 3.8, después referirse en su primer parágrafo a lo que se entiende por perjuicios morales, señala con precisión, en el parágrafo segundo, que: "Segurestado, indemnizará los perjuicios morales, única y exclusivamente cuando se generen perjuicios materiales al beneficiario de la respectiva indemnización. En el evento de no ocasionarse estos últimos, Segurestado, no reconocerá suma alguna como indemnización por perjuicios morales, pues está cobertura, no opera autónomamente”. 

  



Frente a lo cual, hay que mencionar que, siendo el contrato de seguros consensual, por excelencia, en él está inmersa la autonomía de la voluntad; muestra de ello es que el artículo 1056 del Código de Comercio admite que el asegurador asuma los riesgos dentro de los límites que estime convenientes. En esta ocasión, se condicionó el reconocimiento del perjuicio moral a los familiares del pasajero fallecido de dos maneras: La primera, en el sentido de que solo fueron amparados el cónyuge, el compañero permanente, los hijos, y en ausencia de estos, los padres, es decir, que no lo fueron los hermanos. Y la segunda, en cuanto dicho perjuicio se reconocería exclusivamente si, a la par con él, se generaran otros de índole material o patrimonial. 

  



Como así fue convenido, se concluye que respecto de la condena impuesta a favor de Fernando de Jesús y Beni de Jesús Díaz Ramírez, en calidad de hermanos de María Josefina Díaz, no puede trasladársele a la aseguradora, por la aludida restricción en cuanto a los beneficiarios. Y en lo que atañe a los hijos, tampoco, si se tiene en cuenta que para ellos solo se reclamaron perjuicios extrapatrimoniales, ninguno de orden material; por tanto, no se cumplió la condición pactada para que la entidad asumiera aquellos perjuicios. 

  



Así que la demanda directa contra la aseguradora se viene a menos, pues ninguna obligación surge en este caso para ella; a lo cual se suma, según se anotó al comienzo, que en el libelo inicial ninguna pretensión se incluyó, referida a Seguros del Estado SA; simplemente se le mencionó en los hechos. 

  



Ahora bien, este mismo razonamiento sirve para despachar desfavorablemente el llamamiento en garantía que se hizo, por cuanto el sustento es la misma póliza, con su clausurado general y, por consiguiente, con las mismas exclusiones. 

  



Se agrega a esto, que uno de los llamamientos se hizo con estribo en la póliza de responsabilidad civil extracontractual ya mencionada, pero ya se explicó por qué, en el asunto que se analiza, lo propio era hacer valer la de responsabilidad civil contractual. Y aún si se considerara que ha debido ser aquella la afectada, la cuestión sería idéntica, en la medida en que también el clausulado general contiene la cobertura del perjuicio moral, pero con las mismas restricciones y condiciones, como puede verse a folio 51 del cuaderno 5, en el apartado 3.5. 

  



Corolario de lo anterior, es que se absolverá a la compañía aseguradora, no solo en su condición de demandada, sino como llamada en garantía. 

  



8.   En síntesis, (i) se revocará el fallo que se revisa; (ii) se tendrán por no probadas las excepciones propuestas por los demandados; (iii) se les declarará civil y solidariamente responsables por el daño causado a los demandantes, (iv) se les condenará al pago de los perjuicios morales en la cuantía ya determinada; (v) se negarán las restantes pretensiones; (vi) se absolverá a la aseguradora, como demandada y como llamada en garantía; (vii) Se condenará en costas de primera y segunda instancia a los demandados, en favor de los demandantes, en un cincuenta por ciento (50%), dada la prosperidad parcial de las pretensiones; (viii) a la vez, demandantes y demandados pagarán las costas causadas a favor de la aseguradora, en primera instancia, por partes iguales.  

  



La liquidación de costas se hará de manera concentrada en primera instancia, siguiendo las reglas del artículo 366 del Código General del Proceso, por cuanto el tránsito de legislación debe darse desde la notificación misma de este proveído (art. 624 CGP); para el efecto, oportunamente, en auto separado, se señalarán las agencias en derecho que correspondan a esta sede.
DECISIÓN

En consonancia con lo discurrido, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia dictada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 30 de abril de 2015, en el proceso ordinario de responsabilidad civil que María Edilia, Orfilia, Alonso, Carlos, Edgardo, Martha Cecilia, María Liliana, Hugo, Orlando, Elías, Luz Adela y Fabio Ramírez Díaz, Fernando de Jesús y Benicio de Jesús Díaz Ramírez, los dos últimos en calidad de hermanos, y los primeros como hijos de la señora María Josefina Díaz de Ramírez, le promovieron a Silvio de Jesús Peláez Pátiño, la Cooperativa de Transportadores de Belén de Umbría -Cootransbel-, Seguros del Estado SA y Orlando de Jesús Echeverri Sánchez. 

En su lugar: 

1.
Se declaran no probadas las excepciones propuestas por los demandados. 

2.
Se absuelve a Seguros del Estado SA, como demandada y como llamada en garantía. 

3.
Se declara a Silvio de Jesús Peláez Pátiño, la Cooperativa de Transportadores de Belén de Umbría -Cootransbel- y Orlando de Jesús Echeverri Sánchez, civil y solidariamente responsables de los perjuicios ocasionados a los demandantes, por causa de la muerte de María Josefina Díaz. 
3.
Como consecuencia, se los condena a pagar a los demandantes, a título de daño moral, las siguientes sumas de dinero: 

3.1. En beneficio de María Edilia, Orfilia, Alonso, Carlos, Edgardo, Martha Cecilia, María Liliana, Hugo, Orlando, Elías, Luz Adela y Fabio Ramírez Díaz, CUARENTA MILLONES DE PESOS (40’000.000,oo), para cada uno. 
3.2. Y en el caso de Fernando de Jesús y Benicio Ramírez Díaz, QUINCE MILLONES DE PESOS ($15’000.000,oo) para cada uno. 

Estas sumas devengarán intereses del 6% anual, a partir de la ejecutoria de este fallo. 
5.
Se niegan las restantes pretensiones.
4. 
Costas de primera y segunda instancia a cargo de los demandados, excepción hecha de la aseguradora, y a favor de los demandantes, en un cincuenta por ciento (50%). 

Los demandantes, por su lado, pagarán las causadas en primera instancia a favor de la aseguradora, por partes iguales. 

Se liquidarán de manera concentrada en primera instancia. 

Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

DUBERNEY GRISALES HERRERA
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